	Fecha
	10 de noviembre de 1980
	 Sesión número
	64

	Motivo: Hábeas Corpus

	Recurrente: Gerardo Fernández Durán.

	Recurrido: Consejo de Gobierno. 

	Objeto del recurso: El recurrente reclama inminente deportación del tutelado.

	Respuesta del recurrido: Se informa que el recurrente no se encuentra a la orden de ninguna autoridad administrativa o judicial; es más, no se ha dado por notificado y evadido el trámite correspondiente. No existe restricción arbitraria o ilegítima del derecho a trasladarse o movilizarse libremente; y el que se ha auto-limitado es el propio recurrente, de quien se desconoce su domicilio o residencia.

	Parte dispositiva
	Se dispuso declarar sin lugar el recurso de hábeas corpus, pues el señor Pederzani no ha sido privado de su libertad personal, no consta que se haya ordenado detenerlo, ni puede afirmarse, dentro del presente recurso, que se le estén restringiendo los derechos que otorga el artículo 22 de la Constitución Política; derechos que, en cuanto a los extranjeros, admiten las excepciones y limitaciones que razonablemente establezcan las leyes, según el artículo 19 de la misma Constitución.


Nº 64

Sesión ORDINARIA de Corte Plena celebrada a las trece horas treinta minutos del diez de noviembre de mil novecientos ochenta, con asistencia inicial de los señores Magistrados Odio, (Presidente); Coto, Retana, Vallejo, Zavaleta, Jacobo, Blanco, Fernández, Cob, Porter, Valverde, Benavides y Saborío. 

 Artículo XI
En escrito de fecha trece de octubre último, presentado el día siguiente, el licenciado Gerardo Fernández Durán, planteó un recurso de hábeas corpus en favor del ciudadano italiano Getulio Pederzani Vignali, para lo cual hace una amplia exposición de los hechos ocurridos a raíz de que el Consejo de Gobierno comisionó al señor Gobernador de la Provincia de San José para que instruyera un expediente contra el señor Pederzani, conforme a la Ley de Expulsión de Extranjeros, Nº 13 de 19 de junio de 198,4, adicionada por Ley Nº 28 de 28 de noviembre de 1984.

Expresó el licenciado Fernández Durán, en resumen, que hallándose aún sin resolver el expediente administrativo, el señor Pederzani planteó, el treinta de setiembre de este año, un recurso de amparo que se puso en conocimiento del Consejo el tres de octubre; que en esa misma fecha el señor Pederzani presentó un escrito ante el Consejo de Gobierno, para alegar, por diversas razones, que el procedimiento seguido es absolutamente nulo, pues se funda en disposiciones legales actualmente inexistentes y constituye el ejercicio de una competencia indebida por parte deL  Consejo de Gobierno, lo que a su vez lleva a la conclusión de que existen motivos de inconstitucionalidad contra la referida Ley de Expulsión, recurso que se encuentra en trámite ante esta Corte; que no obstante esos antecedentes, el Consejo de Gobierno ordenó la expulsión el nueve de octubre de todo lo cual se desprende que el Consejo ha procedido en forma arbitraria al decretar expulsión.

Sigue diciendo el licenciado Fernández que la Ley de Expulsión de Extranjeros se opone al texto de la Constitución Política y por el miso motivo quedó derogada; que, aparte de ello, esa Ley y su reforma quedaron, como otras leyes, en virtud de la Guerra Civil de 1948, dotadas de vigencia provisional únicamente por lo dispuesto en el segundo Decreto de la Junta Fundadora de la Segunda República, dictado el 8 de mayo de 1948, pues la Asamblea Constituyente, en su declaración de 11 de marzo de 1949, reconoció en lo pertinente que había tenido facultades para legislar, facultades que conservaría por el tiempo que ejerciera el poder de facto, quedaron sin efecto las disposiciones legales que hasta entonces gozaban provisionalmente de vigencia, de manera que, no habiéndose reconocido después la vigencia de la Ley de Expulsión, debe entenderse que quedó sin vigor desde la fecha en que terminó el Gobierno de facto; que, aparte de lo anterior, las disposiciones punitivas de la citada Ley habrían quedado derogadas, en todo caso, por disposición expresa del artículo 414 del Código Penal vigente.

Manifiesta también el recurrente que la Ley de Expulsión de Extranjeros, en su artículo 1º inciso 4º, contradice el artículo 39 de la Constitución Política, lo mismo que el artículo 39 de la Constitución Política, lo mismo que el artículo 33 en relación con el artículo 19; que el artículo 3º se opone a los artículos 39, 152 y 153 de la propia constitución y al número 35 de ésta; y que por todo ello interpone el hábeas corpus, pues el Consejo de Gobierno restringe indebidamente la libertad del señor Pederzani, con infracción de los artículos 19 y 22 de la Constitución.

Posteriormente el señor Pederzani otorgó poder especial judicial al licenciado Fernández Durán; y éste, en ejercicio de ese mandato, amplió el recurso para invocar también la infracción de los artículos 27, 41 y 48 in fine de la Constitución Política, y solicitó que si la Corte, al examinar el hábeas corpus fuere de la opinión que los problemas plateados no son materia de hábeas corpus sino de Amparo, que entonces se tenga por subsidiariamente establecido este último recurso y se remitan los antecedentes a la Sala Primera.
Solicitado el correspondiente informe al Consejo de Gobierno, lo rindió el señor Ministro de la Presidencia, licenciado José Rafael Cordero Croceri, en escrito de fecha veintisiete de octubre último; y aparte de referirse a otras cuestiones concernientes al recurso, manifestó que "el señor Pederzani no se encuentra a la orden de ninguna autoridad administrativa o judicial; es más, no se ha dado por notificado y evadido el trámite correspondiente. No existe restricción arbitraria o ilegítima del derecho a trasladarse o movilizarse libremente; y el que se ha auto-limitado es el propio recurrente, de quien a la fecha se desconoce su domicilio o residencia". Agrega el señor Ministro que el Decreto de Expulsión fue suspendido en sus efectos, en acatamiento de lo que resolvió la Corte Suprema en el recurso de inconstitucionalidad.

Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el recurso de hábeas corpus, pues el señor Pederzani no ha sido privado de su libertad personal, no consta que se haya ordenado detenerlo, ni puede afirmarse, dentro del presente recurso, que se le estén restringiendo los derechos que otorga el artículo 22 de la Constitución Política; derechos que, en cuanto a los extranjeros, admiten las excepciones y limitaciones que razonablemente establezcan las leyes, según el artículo 19 de la misma Constitución. Además, los efectos del Decreto de Expulsión se encuentran en suspenso; y en cuanto a las otras alegaciones y citas constitucionales que sirven de fundamento al hábeas corpus, en realidad el problema no es materia de un recurso de esta índole, sino del amparo, pues se dirigen a impugnar el Decreto de Expulsión en sí mismo, con base en motivos que se refieren a su  validez en frente de las normas de la Constitución que invoca el recurrente.

Al propio tiempo se resolvió: Pasar el expediente del recurso a la Sala Primera de esta Corte, para que conozca del asunto en la vía de Amparo, de conformidad con la petición subsidiaria que formuló el licenciado Fernández Durán en su escrito de quince de octubre.
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